16° SIMPOSIO SOBRE LEGISLACION TRIBUTARIA ARGENTINA
C.P.C.E.C.A.B.A. 30 de septiembre, 1 y 2 de octubre de 2014
Comisión Nº 2 “ASPECTOS CONFLICTIVOS EN EL IVA”
CONCLUSIONES
En la ciudad de Buenos Aires, a los 2 días del mes de OCTUBRE de 2014, reunidos en la sede del Consejo Profesional de Ciencias Económicas de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires, los integrantes de la Comisión Nº 2 del decimosexto Simposio sobre Legislación Tributaria Argentina, bajo la presidencia de su Titular Dr. C.P. Oscar Piccinelli, actuando como Vicepresidente la Dra. C.P. Claudia Chiaradía, como Secretario el Dr. C.P. Sergio Biller y como Relator el Dr. C.P. Osvaldo Balán, luego de evaluar todo lo sucedido en el trascurso del Simposio, manifiestan:


VISTO:
a) El Informe del Relator, Dr. C.P. Osvaldo Balán;
b) Los trabajos presentados por la Doctora (C.P. y Abog.) Graciela Gazzola  (“ El IVA y las señas o anticipos que congelan precio”); los Doctores (C.P.) Anabella Kacenelson y Tomás Alderete Kehoe (“Incobrabilidad y quitas concursales en el IVA”); el Doctor (C.P.) Armando Dobrusin (“IVA en la actividad de la construcción, fideicomisos no financieros y algunos temas conflictivos”);  
c) La colaboración técnica presentada por los Doctores (C.P.) Marcelo Ariel Greco y (C.P., L.A. y Abog.) Analía Paula Magno (“Limitaciones a los créditos fiscales computables. Aspectos controvertidos”);
d) Las disertaciones de los panelistas Doctores (C.P.) Mario Volman, Alberto Baldo, Alfredo Sternberg y Sergio Armando Simesen de Bielke

e) Las valiosas opiniones vertidas por los participantes de la Comisión; y

CONSIDERANDO:

1. Que en materia del Impuesto al Valor Agregado existen en la actualidad diversos aspectos conflictivos que se ven reflejados en los numerosos precedentes administrativos y judiciales;
2. Que por tal circunstancia han proliferado situaciones cuyo tratamiento fiscal en este gravamen se torna controvertido;

3. Que al mismo tiempo también han aparecido circunstancias, figuras y modalidades de negocios nuevas e inexistentes al momento de elaborarse la legislación vigente;

4. Que en tal sentido, la doctrina y la jurisprudencia (administrativa y judicial) han tenido que ir develando los criterios de aplicación que las normas no han definido acabadamente;

5. Que de la lectura de esos antecedentes resulta una amplia gama de situaciones confusas, controvertidas y/o insuficientemente tratadas que justifican un aporte para su solución;

6. Que el informe de la relatoría, los trabajos presentados, las exposiciones de los panelistas,  los aportes de los participantes y la discusión esclarecedora, han permitido arribar a coincidencias en la enumeración y contenido de las situaciones apuntadas;

7. Que con ese propósito fue analizado el tratamiento de las operaciones transfronterizas en el IVA conocidas como “importaciones y exportaciones de servicios” con antecedentes locales y de legislación internacional, tratando de precisar el concepto de lugar de consumo o de país de destino, distinguiendo en el tratamiento a aplicar entre los bienes intangibles y los servicios provenientes del exterior, y planteando la controversia existente con relación a las retribuciones obtenidas por intermediación internacional.
8. Que se planteó la inequidad que resulta de las locaciones y prestaciones realizadas en el país por parte de sujetos del exterior, cuando no cuenten con un establecimiento permanente en el país.

9. Que en materia de recupero de IVA por parte de los exportadores se analizaron  las modificaciones  introducidas en el régimen de la RG 2000 y la creciente exigencia de requisitos formales por parte del fisco,  existiendo coincidencia en que todo ello constituye un serio retroceso en la tramitación, lo que hace retornar en gran medida a épocas pretéritas en las que la obtención de tales recuperos estaba supeditada a plazos inciertos, y al manejo discrecional por parte de la administración tributaria.
10. Que también fue discutida  la limitación al cómputo de créditos fiscales que surge del art. 12 de la ley de IVA bajo la modalidad de presunciones de no vinculación con las actividades gravadas, existiendo consenso en esta Comisión en que no se justifica mantener ésta norma en la ley. Mientras  esto  no suceda debería modificarse el monto límite para el cómputo del crédito fiscal por compra de automóviles, en tanto el mismo ha perdido significación económica teniendo en cuenta el considerable incremento operado en el valor  de dichos bienes. También se han generado razonables dudas respecto a que las actividades de bares, restaurantes, hoteles y demás actividades incluidas en el artículo 12 se verían impedidas de emitir factura “A” a sus clientes. La reciente reglamentación de la AFIP –RG 3668- no contempla la excepción a favor de los exportadores de poder obtener facturas “A” por estos servicios.
11. Que la ausencia de una normativa que contemple el tratamiento en el IVA de la incobrabilidad afecta la neutralidad del gravamen, ocasionando perjuicio económico a los responsables del impuesto. Asimismo, se analizó la cuestión de las  quitas concursales que ha devenido en altamente controvertida desde hace muchos años. El debate se centra en determinar si la expresión “…. descuentos, quitas, devoluciones o rescisiones…” mencionada en los artículos 11 y 12 de la ley de IVA, comprende o no a las quitas concursales. Al respecto se admitió en el seno de esta Comisión que la temática presenta aristas contrapuestas y aun hoy no se ha logrado una posición definitiva.
12. Que en el caso del IVA en la actividad de la construcción, cuando la misma se lleva a cabo mediante la figura del fideicomiso, se plantean diversas interpretaciones sobre cuestiones fundamentales como reconocer o no al fideicomiso como sujeto del gravamen, creando dicha situación un marco de inseguridad jurídica que afecta y desalienta el uso de esta figura.
13. Que el régimen del Impuesto al Valor Agregado no contempla en forma expresa el tratamiento de las diferencias de cambio que se producen con motivo del diferimiento de los plazos de pago, habiendo considerado el fisco que las mismas integran el precio neto gravado por formar parte de los gastos financieros a que se refiere el punto 2 del quinto párrafo del artículo 10 de la ley; que también existe controversia respecto a si debe gravarse aquella diferencia de cambio que se genera sobre el monto del débito fiscal facturado en moneda extranjera, teniendo en cuenta que dicho impuesto no forma parte del precio gravado por expresa disposición legal. Asimismo, se plantea una dificultad operativa por el hecho de que los sistemas on line dispuestos por la AFIP no habilitan esta posibilidad de facturar en moneda extranjera, aun cuando tal restricción carece de todo fundamento normativo.
14. Que respecto a las “señas o anticipos que congelan precio”, vemos que se recrea su actualidad a partir del actual escenario de desvalorización monetaria, existiendo incertidumbre al no contarse con normas reglamentarias que permitan interpretar en forma clara los alcances de esta figura. Asimismo su aplicación plantea un conflicto normativo con la  disposición del segundo párrafo del Art. 6 de la ley en materia  de ventas de cosas muebles. Respecto a las señas cobradas por las empresas constructoras, se planteó que las mismas deberían gravar únicamente la base que corresponda a la obra ejecutada evitando tener que dar intervención previa al fisco para que pueda ajustarse la proporción gravada.
15. Que existen dudas sobre el alcance de la reducción de la tasa de IVA para vivienda, manifestándose las mismas en numerosos dictámenes que ha emitido el organismo fiscal, algunos contrapuestos entre sí. Se mantienen los interrogantes en diversos casos vinculados con la aplicación de esta normativa que entendemos deberían ser aclarados. 
16. Que en cuanto al IVA y la actividad agropecuaria, en el caso de ventas de productos primarios se plantean cuestiones interpretativas respecto de las operaciones de canje y las operaciones con precios a fijar, en las cuales la ley dispone el diferimiento del momento de nacimiento del hecho imponible. En cuanto a la opción de pago anual se presentan problemas relativos a la exigencia de que debe tratarse de responsables cuyas operaciones correspondan exclusivamente a la actividad agropecuaria. Por otra parte, se planteó que la aplicación de la reducción de la alícuota para determinadas actividades, sumado al efecto económico que ocasiona la frecuente acumulación de saldos de libre disponibilidad de difícil recuperación, afectan seriamente la neutralidad del gravamen. 
Que, sobre la base de todo lo expuesto, la Comisión Nro. 2 del DÉCIMOSEXTO SIMPOSIO TRIBUTARIO, cree conveniente elevar las siguientes 
CONCLUSIONES:

1. Que en materia de prestaciones realizadas en el exterior y utilizadas o consumidas en el país debe excluirse a las cesiones de derechos o intangibles puras, temporales o definitivas y reconocerse que las mismas se hallan fuera del ámbito del tributo. Asimismo, debe resaltarse que la intención de equiparar las prestaciones de servicios del país con las realizadas en el exterior no se logra íntegramente,  dados los requisitos que limitan considerablemente el alcance del hecho imponible, como la condición de que las prestaciones deben ser realizadas totalmente en el exterior y que el prestatario debe ser responsable inscripto en el IVA.
2. En lo concerniente a las llamadas “exportaciones de servicios”, debe entenderse que las cesiones de intangibles puras no son prestaciones de servicios aunque ello no permitirá el “ajuste de frontera”, lo que incidirá en el precio facturado con montos de impuestos pagados en el mercado interno. Asimismo debería incluirse en la normativa una definición precisa del concepto de utilización o explotación efectiva en el exterior, a fin de evitar controversias cuando se trate de retribuciones por intermediación internacional, entre otras situaciones.
3. Las locaciones y prestaciones realizadas localmente por sujetos del exterior sin establecimiento permanente en el país si bien resultan gravadas, en la práctica quedan al margen de la tributación del gravamen en los casos de ausencia de un establecimiento permanente. Esta situación poco equitativa, requeriría de una solución legislativa de características similares a la implementada para gravar la importación de servicios.
4. El régimen de recupero del Impuesto al Valor Agregado sobre las exportaciones viene generando diversos aspectos conflictivos originados en los requisitos formales que ha introducido el fisco nacional, por vía resolutiva o directamente a través de su accionar administrativo, que se imponen al exportador para acceder al recupero. En muchos casos se desvirtúa el concepto del recupero sin fiscalización previa que consagra el artículo agregado a continuación del art. 43 de la ley del gravamen, por lo que se recomienda que los mismos sean levantados o revisados. En este mismo sentido resaltamos la sentencia de la Corte Suprema de Justicia en la causa Bildown ,donde se ha sostenido:“ no puede el Fisco liberarse de su inexcusable deber de verificar, fiscalizar y cobrar las sumas adeudadas por los contribuyentes, transfiriendo esa responsabilidad hacia un tercero, sin la existencia de una norma legal que así lo disponga”
5. Las limitaciones en el cómputo de créditos fiscales que impone el art. 12 de la Ley del gravamen, deberían ser derogadas.  Su mantenimiento en la Ley impide el cómputo de créditos fiscales legítimos y en tal sentido esta limitación no se justifica. En apoyo a esta postura citamos la doctrina producida por la Corte Suprema de Justicia en la causa Mera, Miguel Angel: “que prohibir el cómputo de determinadas erogaciones efectivamente realizadas- y que constituyen gastos deducibles en el impuesto a las ganancias y créditos fiscales en el IVA- por motivos estrictamente formales importa prescindir de la real existencia de la capacidad contributiva, la que tiene que verificarse en todo gravamen como requisito indispensable de su validez…” 
Mientras esta derogación no se lleve a cabo, debería modificarse el monto del crédito fiscal que se permite computar inserto en la ley en el caso de compra de automóviles que data del año 2001, considerando el aumento operado desde entonces en el valor de estos bienes. Finalmente la normativa implementada por la AFIP para que pueda solicitarse la emisión de facturas “A”, cuando se trate de los conceptos afectados por la presunción del art. 12 debería incluir a aquellos sujetos que resulten exportadores.
6. Resulta necesario que la ley de IVA prevea un tratamiento para los créditos incobrables, a fin de que los contribuyentes no se vean perjudicados en su economía por el hecho que la contraprestación nunca se haga efectiva, lo que atenta contra la neutralidad del gravamen.  En relación con las quitas concursales, se recomienda que su tratamiento se encuentre expresamente plasmado en la ley de IVA.
7. En materia de Fideicomisos de Construcción y adjudicación al costo, se requiere que se defina quien resultaría el sujeto del hecho imponible “obra sobre inmueble propio”. El Fisco se ha manifestado en varios dictámenes opinando que este tipo de fideicomisos son empresas constructoras que realizan la obra sobre inmueble propio, debiendo considerarse como nacimiento del hecho imponible la adjudicación de las unidades. En tanto, parte de la doctrina no coincide con este criterio y recientemente en un caso puntual, la Cámara en lo Contencioso Administrativo Federal en la causa “Mariana López”, consideró que el fideicomiso era sólo un vehículo, y que la empresa constructora era la persona física que había enajenado las unidades.

8. Debería aclararse normativamente si las diferencias de cambio que se producen por el diferimiento de los plazos de pago deben asimilarse a un gasto financiero formando parte del precio neto gravado. Asimismo, se postula la no gravabilidad de las diferencias de cambio que se generan con motivo del diferimiento de pago del “débito fiscal IVA” por no formar parte este concepto del precio neto gravado, debiendo tratárselas como accesorio a un concepto no gravado. Asimismo, no deberían existir limitaciones sistémicas a la posibilidad de emitir facturas electrónicas en moneda extranjera.
9. La adopción de las “señas o anticipos que congelan precio” como pauta temporal a fin de resguardar la materia imponible de los efectos de la desvalorización monetaria genera dificultades en su aplicación, al tiempo que no constituye una solución integral al problema que se ha buscado resolver. En los casos de señas cobradas por empresas constructoras, debería respetarse la proporción entre el valor de la obra y el terreno y revisarse la necesidad de requerir la autorización previa del fisco para que el responsable pueda proceder al ajuste de la base. Finalmente, se considera más eficiente generalizar el concepto de “percepción total o parcial del precio” como pauta temporal para todos los hechos imponibles del gravamen. En materia de armonización de la legislación es necesario salvar el conflicto de prevalencia normativa que existe actualmente con el segundo párrafo del art. 6° de la ley.

10. En los casos de locaciones y construcciones con “destino vivienda”, es necesario precisar cuándo corresponde la aplicación de la alícuota reducida de modo de salvar los numerosos casos que hoy generan controversias con el fisco.  También resulta necesario fijar el alcance del tratamiento en los supuestos de incorporación de bienes de propia producción.

11. En materia de actividades primarias debe precisarse qué se entiende por operaciones con precios a fijar.
12. Con relación a la opción de pago anual que consagra el tercer párrafo del art. 27 de la ley del gravamen debe aclararse qué debe entenderse por “responsables cuyas operaciones correspondan exclusivamente a la actividad agropecuaria” ya que la norma actualmente no distingue entre actividades gravadas y las exentas o no alcanzadas.

13. Debe revisarse la reducción de la alícuota para ciertas actividades agropecuarias que tiene un fuerte componente de insumos alcanzados a la alícuota general ya que ello, sumado al efecto económico-financiero causado por los regímenes de retención, favorece la generación de  permanentes saldos a favor de difícil recupero.
14. Con respecto a la RG (AFIP) 2300, la norma genera importantes distorsiones  en el gravamen dado los porcentajes de retención establecidos en la misma y el distorsivo régimen de devolución sistémica aplicable sólo a los inscriptos en el registro de operadores de granos, por lo que recomendamos su revisión con el fin de evitar la afectación de la neutralidad del gravamen.
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